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 Vistos los autos: “Recurso de hecho deducido por la parte 

actora en la causa Irigoytía, Carlos Francisco y otros c/ 

Superior Gobierno de la Provincia de Entre Ríos s/ ordinario – 

daños y perjuicios”, para decidir sobre su procedencia.  

 Considerando: 

  Que esta Corte comparte y hace suyos los fundamentos 

y conclusiones del dictamen de la señora Procuradora Fiscal, a 

los que corresponde remitir en razón de brevedad. 

 Por ello, de conformidad con lo dictaminado por la señora 

Procuradora Fiscal, se desestima la queja. Declárase perdido el 

depósito de fs. 2. Notifíquese, devuélvanse los autos 

principales y, oportunamente, archívese. 

          VO-//- 

 

 

 

 

 

 

 

Buenos Aires, 20 de febrero de 2024
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-//-TO DEL SEÑOR PRESIDENTE DOCTOR DON HORACIO ROSATTI 

 Considerando: 

  1°) Que el Superior Tribunal de Justicia de la 

Provincia de Entre Ríos revocó el pronunciamiento de la Cámara 

de Apelaciones de Gualeguaychú y, en consecuencia, desestimó la 

demanda de daños y perjuicios, iniciada contra la Provincia de 

Entre Ríos por el accionar ilegítimo del poder judicial local, 

derivado de la prisión preventiva y procesamiento de los aquí 

actores.  

  Para decidir de esta manera, los jueces consideraron 

que no se encontraban reunidos los recaudos para la procedencia 

de la responsabilidad del Estado, y ponderaron especialmente que 

la declaración de nulidades absolutas en una causa penal, la 

declaración de atipicidad de la conducta y la absolución, son 

elementos que no bastan para configurar un daño resarcible por 

error judicial, sino que, de acuerdo al art. 64 de la 

Constitución de la provincia, debe acreditarse que el acto 

jurisdiccional generador del daño fue claramente infundado o 

irracional. 

  2°) Que contra esa sentencia interpusieron recurso 

extraordinario los actores, cuya denegación motivó la presente 

queja (fs. 1050/1070 y 1093/1097 de las actuaciones 

principales).  
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   Sostienen que en la sentencia se ha efectuado una 

incorrecta valoración de la prueba y se omitió la aplicación de 

normas internacionales (arts. 9.1, 9.5 y 14.6 del Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 7.3, 7.5 y 10 

del Pacto de San José de Costa Rica), transgrediendo así el art. 

75 inc. 22 y los arts. 14, 16, 18 y 19 de la Constitución 

Nacional.   

   Relatan que estuvieron privados de libertad durante 

un proceso en el cual se declararon nulidades insalvables y se 

determinó su absolución por atipicidad de sus conductas. Tachan 

de arbitraria la sentencia, por haber prescindido de prueba 

conducente para la solución del litigio, que acreditaría la 

existencia de error judicial.  

   3°) Que las cuestiones planteadas por los recurrentes 

remiten al examen de cuestiones propias de los jueces 

provinciales y ajenas a la competencia federal de esta Corte 

reglada por los arts. 31, 116 y 117 de la Constitución Nacional 

y el art. 14 de la ley 48. Los apelantes no han demostrado la 

arbitrariedad que alegan y solo expresan su desacuerdo con la 

interpretación de las normas provinciales que llevó a cabo el 

Tribunal Superior de Justicia para rechazar sus planteos.  

   Sabido es que no incumbe a la Corte revisar el 

acierto o error o injusticia de las decisiones de los tribunales 

de provincia en las cuestiones de su competencia, pues hay que 

recordar que la vía excepcional del recurso extraordinario no 
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tiene por objeto sustituir a los jueces de la causa en la 

solución de cuestiones que les son privativas ni abrir una 

tercera instancia ordinaria para debatir temas no federales. Los 

defectos alegados no alcanzan el estándar definido por este 

Tribunal hace más de cincuenta años, y recordado hasta 

pronunciamientos recientes, para dar lugar a un supuesto de 

inequívoco carácter excepcional como es la arbitrariedad (caso 

"Estrada, Eugenio", Fallos: 247:713 citado en Fallos: 

341:1869, voto del juez Rosatti). 

En efecto, tal como ha señalado la señora Procuradora 

Fiscal, no resulta dogmática ni carente de fundamentos la 

afirmación del Superior Tribunal de Justicia provincial que negó 

la responsabilidad del Estado por error jurisdiccional por 

considerar que la ausencia de acusación por parte del fiscal y 

la posterior absolución de los imputados no resultan suficientes 

para calificar la actuación judicial cuestionada como error 

judicial. Se trata de una interpretación posible, aunque 

debatible y/u opinable, de las normas locales y las pruebas del 

expediente, que descartan la tacha de arbitrariedad planteada. 

 Por ello, de conformidad con lo dictaminado por la señora 

Procuradora Fiscal, se desestima la queja. Declárase perdido el 

depósito de fs. 2. Notifíquese, devuélvanse los autos 

principales y, oportunamente, archívese. 

Firmado Digitalmente por ROSATTI Horacio Daniel Firmado Digitalmente por MAQUEDA Juan Carlos

Firmado Digitalmente por LORENZETTI Ricardo Luis
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Recurso de queja interpuesto por Carlos Francisco Irigoytía y otros, parte 

actora, representados por el Dr. Leandro Luis Ferrando. 

Tribunal de origen: Superior Tribunal de Justicia de la Provincia de Entre 

Ríos, Sala en lo Civil y Comercial. 

Tribunales que intervinieron con anterioridad: Juzgado de Primera Instancia en 

lo Civil y Comercial n° 1 y Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial y 

Laboral, ambos de la ciudad de Gualeguaychú, Provincia de Entre Ríos. 



I , CARLOS FRANCISCO Y OTROS C/ SUPERIOR GOBIERNO DE LA 
PROVINCIA DE ENTRE RIOS s/ ordinario - daños y perjuicios. 

CSJ l026/2016/RH1. (RECURSO DE HECHO) 

S u p r e m a C o r t e 

- I -

A fs. 1037/1047 del expediente principal (al que 

corresponderán las siguientes citas, salvo cuando se indiquen 

otras actuaciones), el Superior Tribunal de Justicia de la 

. Provincia de Entre Ríos revocó el pronunciamiento de la Cámara de 

Apelaciones de Guale~uaychú -Sala Civil y Comercial- y, en 

consecuencia, desestimó la demanda de daños y perjuicios, 

planteada por Carlos Francisco I , Aldo Adrián 1 

Ricardo José B y Julio César G contra el Superior Gobierno 

de la Provincia de Entre Ríos, derivados de su prisión preventiva 

y procesamiento, con fundamento en la responsabilidad de la 

Provincia por el accionar ilegítimo del poder judicial local. 

Tras efectuar el examen de admisibilidad del recurso 

planteado ante sus estrados, en lo que interesa para dilucidar el 

sub lite, los magistrados examinaron el relato de la causa penal 

efectuado en el pronunciamiento de la instancia anterior (fs. 

986), del cual surge que ella se había iniciado con la detención 

e incomunicación de los actores el 7 de enero del 2000, salteando 

las· actuaciones posteriores hasta la audiencia debate del 8 de 

abril del 2002. En concepto de los magistrados esta omisión, 

sobre la conducta de los actores a lo largo del proceso y la 

forma en que los jueces y funcionarios ejercieron su función, 

demostraba la procedencia del recurso planteado por la Provincia. 

En ese sentido, recordaron que el 18 de enero del 2000 el 

juez de instrucción de Gualeguaychú dictó el auto de 

procesamiento y prisión preventiva con arreglo a los arts. 307 y 
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314 del Código Procesal Penal de la Provincia, al haberse 

demostrado que los entonces imputados podían eludir la acción de 

la justicia y trabar la continuidad de la investigación. 

Acotaron que, según los dichos de la parte actora, este auto 

de procesamiento y prisión preventiva fue apelado, pero la Cámara 

de Apelaciones Penal de Concepción del Uruguay, lejos de 

revocarlo, lo confirmó. De lo expuesto, infirieron que este 

tribunal también tenía "sospechas fundadas respecto a la 

existencia de los hechos y de la intervención de los sujetos n en 

ellos, de lo contrario -dijeron- no lo hubieran confirmado. 

Recalcaron que, dado el carácter provisorio del auto 

referido hasta el momento de su dictado, no hubo actos ilegítimos 

ni declarados como tal, y que los imputados fueron sometidos a un 

procedimiento en el cual se los procesó y privó de libertad con 

fundamento, pudiendo ejercer sus derechos respecto de dichos 

actos. 

Señalaron que el tribunal que intervino en el debate (según 

obra a fs. 986 último párrafo de la sentencia de anterior 

instancia), a pesar de que declaró la nulidad de la requisitoria 

fiscal y de la elevación a juicio -fundada principalmente en "la 

incongruencia por contradicción con la imputación original. .. H
, 

existencia de vicios y anomalías- mantuvo el "estado de 

detención n, coincidentemente con los criterios de la instrucción 

y del tribunal que anteriormente había intervenido. En esta 

oportunidad -destacaron- tampoco se declaró ilegítimo el acto de 

prisión preventiva, ni los aquí actores recurrieron en casación 

para que se lo revocara. 

Advirtieron que, posteriormente, se formuló una nueva 

requisitoria fiscal en la que se reiteraron las deficiencias que 
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el tribunal penal había señalado en la oportunidad anterior, por 

lo cual éste nuevamente declaró la nulidad de dicho acto 

juntamente con las indagatorias y el procesamiento, ordenando la 

libertad de los encartados, pero sin constar que se hubiera 

declarado su ilegitimidad. 

Por último, indicaron que se dictó un nuevo procesamiento y, 

llegado al debate oral, el tribunal que intervino, ante la falta 

de acusación de la fiscalía, absolvió a los aquí demandantes. 

Aclararon que en esa ocasión se hizo hincapié en la atipicidad de 

los hechos investigados y en que el instructor y la agente fiscal 

habían actuado al margen de las previsiones del código, sin 

embargo -siempre según el criterio del superior tribunal- de la 

sentencia absolutoria no surgía que se hubiera declarado la 

ilegitimidad del acto cuestionado. 

Así pues advirtieron que, si bien en la sentencia de la sala 

civil y comercial de la cámara de apelaciones, los jueces dijeron 

que aplicaban el arto 1112 del Código Civil y la doctrina 

elaborada por el tribunal superior en torno a él, en los hechos 

soslayaron la ausencia de los requisitos necesarios para atribuir 

responsabilidad del Estado por error judicial. 

De tal manera, ponderaron que la declaración de nulidades 

absolutas, la atipicidad, el hecho de obtener una sentencia 

absolutoria, no bastaban por sí solas para configurar un daño 

resarcible por error judicial sino que debía acreditarse, en el 

caso, que el acto jurisdiccional generador del daño -auto de 

prisión preventiva- había sido declarado ilegítimo y dejado sin 

efecto o había sido infundado o devenido irracional -art. 64 de 

la Constitución de la Provincia- supuestos que no encontraron 

configurados en el sub lite. 
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Concluyeron así que los daños que los actores manifestaban 

haber sufrido comportaban consecuencias normales y necesarias del 

ejercicio regular del servicio de justicia. 

- Ir -

Disconformes, los actores interpusieron el recurso 

extraordinario de fs. 1050/1070, el que denegado por el a quo a 

fs. 1093/1097, da origen a la presente queja. 

Sostienen que en la sentencia se ha efectuado una incorrecta 

valoración de la prueba y se han soslayado aplicar normas de 

carácter internacional (arts. 9.1, 9.5 Y 14.6 del Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Politicos y 7.3, 7.5 Y 10 del 

Pacto de San José de Costa Rica), transgrediendo así el arto 75 

inc. 22 y los arts. 14, 16, 18 Y 19 de la Constitución Nacional. 

Rememoran que estuvieron privados de libertad durante un 

proceso en el cual se declararon nulidades insalvables y se 

determinó su absolución por atipicidad de sus conductas. 

Expresan que se afectó el debido proceso penal y el 

principio de legalidad consagrado en la Constitución Nacional 

toda vez que, aun cuando se reparó en la inocencia advertida por 

el fiscal, igualmente se los mantuvo vinculados al proceso por 

hechos no delictivos debido a la actitud, carente de lógica, del 

instructor. 

Destacan que la sentencia 

haberse prescindido de prueba 

existencia de error judicial. 

apelada resulta 

decisi va que 

arbitraria 

demuestra 

por 

la 

Además señalan que la falta de servicio se generó en la 

misma instrucción de la causa penal, cuyos vicios y anomalías se 

detectaron en la etapa previa a la oralidad. De igual modo, no se 
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tuvo en cuenta que en dicha causa se declararon nulidades 

absolutas con relación a los actos principales del proceso. 

Aclaran que si bien el auto de prisión preventiva no fue 

declarado ilegítimo, cuando se anuló el procesamiento, de hecho, 

la detención quedó sin efecto. 

- III -

Ante todo, es preciso examinar la procedencia formal del 

recurso interpuesto. A tal fin cabe recordar que el examen de 

normas de derecho público y las cuestiones de hecho y prueba 

constituyen, en principio, facultad de los jueces de la causa y 

no son susceptibles de revisión en la instancia extraordinaria. 

Ello, pues "los agravios que se vinculan con las facultades de 

los tribunales provinciales, el alcance de su jurisdicción y la 

forma en que ejercen su ministerio, materia que se encuentra 

reglada por la Constitución y leyes locales, escapan a la 

instancia del recurso extraordinario del articulo 14 de la Ley 

48, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las 

provincias de darse sus propias instituciones y regirse por 

ellas" (Fallos: 305:112; 306:617, 1111; 311:100 y 1855, entre 

otros), principio que cede cuando la decisión adolece de 

arbitrariedad (conf. doctrina de Fallos: 311:1435; 312:1722; 

316:2477 y 3231). 

Es por ese mismo respeto, que la Corte tampoco podría 

transformarse en el intérprete final de las decisiones que 

adoptan los tribunales provinciales dentro de sus atribuciones, 

por aplicación de las normas que integran sus ordenamientos 

jurídicos, ni en un órgano de unificación de la jurisprudencia 

provincial, sin perjuicio de señalar que el Tribunal puede llegar 
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a cumplir tales funciones cuando, excepcionalmente, le toque 

intervenir en causas que presenten cuestiones federales. Sobre 

la base de tales principios, advierto que no hay cuestión federal 

que habilite esta instancia como tampoco que concurra en el caso 

un supuesto de arbitrariedad de la sentencia, pues a mi juicio el 

superior tribunal funda debidamente su decisión, al ponderar, a 

la luz de la doctrina de sus propios pronunciamientos -en 

coincidencia con el criterio de la Corte sobre la materia-, los 

hechos de la causa y los requisitos que podrían habilitar la 

reparación y que no concurren en el caso. 

En efecto, dicho tribunal valoró debidamente que no se había 

acreditado que el auto de procesamiento y la prisión preventiva 

decretada en contra de los actores haya estado en abierta 

contradicción con los elementos existentes en las actuaciones 

penales al tiempo de su dictado o con las normas que condicionan 

la aplicación de la medida. 

Al respecto, es preciso tener en cuenta que en la doctrina 

de la Corte, aplicada a la responsabilidad extracontractual de 

las provincias (conf. Fallos: 318: 1990 y sentencia en la causa 

S. 878 .XXXV "Solís, Hugo c/ Buenos Aires, Provincia de s/ daños y

perjuicios" del 10 de junio de 2008, entre muchas otras) o 

incluso, en la órbita nacional (Fallos: 314:1668), la sola 

circunstancia de haber sido absuelto en la causa penal no basta 

para responsabilizar al Estado de los daños sufridos por el 

procesado durante el término de su detención. 

Conforme a ello, cabe recordar, como principio, que sólo 

puede responsabilizarse al Estado por error judicial en la medida 

en que el acto jurisdiccional que origina el daño haya sido 

declarado ilegítimo y dejado sin efecto, pues antes de ese 
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momento el carácter de verdad legal que ostenta la sentencia 

pasada en autoridad de cosa juzgada impide, en tanto se mantenga, 

juzgar que hay error. Lo contrario importaría un atentado contra 

el orden social y la seguridad jurídica, pues la acción de daños 

y perjuicios constituiría un recurso contra el pronunciamiento 

firme, no previsto ni admitido por ley (Fallos: 311:1007 y 

318:1990). 

La Corte aclaró, en este último fallo, que no obsta a dicha 

conclusión la circunstancia de que no se atribuya el perjuicio a 

la sentencia definitiva -que le fue favorable al actor-, sino a 

la prisión preventiva dictada en la etapa sumarial y confirmada 

por la alzada, si la sentencia absolutoria pronunciada tras la 

sustanciación del plenario no importó descalificar la medida 

cautelar adoptada en su momento respecto del procesado (v. 

considerando 7 ° de Fallos: 318:1990). 

A la luz de dicha doctrina, lucen carentes de fundamento los 

agravios de los actores referidos a que se prescindió de prueba 

conducente para la correcta solución de la caso y que demostraría 

que se incurrió en falta en el deber de prestar el servicio 

judicial, particularmente, durante la instrucción de la causa 

penal. Ello, pues el a qua descartó que se hubiera incurrido en 

arbitrariedad al adoptar las medidas provisorias durante esa 

etapa, sobre la base de valorar que el auto de procesamiento y 

prisión preventiva se había fundado en el hecho de que los 

imputados podían eludir la acción de la justicia y trabar la 

continuidad de la investigación. De esta manera, puede 

concluirse, como lo hizo dicho tribunal, que el juez penal tuvo 

en cuenta elementos objetivos que lo llevaron al convencimiento - 

relativo, obviamente, dada la etapa preliminar en que se 
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encontraba el proceso- de que había mediado un delito y existía 

probabilidad cierta de que los imputados fueran sus autores. 

Ello más aun cuando, como bien advierte el a quo, a pesar de 

que el tribunal que intervino en el debate declaró la nulidad de 

la requisitoria fiscal y de la elevación a juicio -sustentada 

principalmente en "la incongruencia por contradicción con la 

imputación original...", existencia de vicios y anomalías- mantuvo 

el "estado de detención", en coincidencia con los criterios de la 

instrucción y del tribunal, oportunidad en la que tampoco 

declaró ilegítimo el auto de prisión preventiva, ni los aquí 

actores recurrieron en casación. 

Al respecto, la Corte ha sostenido, frente a circunstancias 

similares, que si para obtener el resarcimiento de eventuales 

daños derivados de un pronunciamiento judicial firme -por 

hallarse consentido, confirmado, ser irrecurrible o no haber sido 

atacado por los limitados medios que autorizan su revisión-, 

pudiesen otros jueces valorar nuevamente las circunstancias de la 

causa para determinar si hubo error en la anteriormente 

tramitada, no se verían estos últimos exentos de la posibilidad 

de cometer un nuevo error. Así pues, el Tribunal en recordado 

Fallos: 12: 134 expresó que "si para escapar del peligro de error 

posible hubiera de concederse recurso de las decisiones de la 

Corte, para escapar a idéntico peligro, habría que conceder 

recurso de las decisiones del tribunal que pudiera revocar la 

decisiones de la Corte, y de éste a otro por igual razón, 

estableciendo una serie que jamás terminaría porque jamás podría 

hallarse un Tribunal en que no fuera posible el error. Habría que 

establecer, por consiguiente, la eterna incertidumbre del derecho 

con la impotencia de los poderes sociales para poner fin a los 
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pleitos; y por un temor de un peligro posible se caería en un 

peligro incierto, y sin duda alguna más grave, de una permanente 

anarquia", entendimiento que, si bien fue dicho respecto de la 

órbi ta nacional, reposa en principios generales, extensibles al 

ámbito de las provincias. 

Es por esos mismos principios que corresponde desestimar las 

objeciones de los actores relativas a la omisión de tratar 

planteos que estiman conducentes para la solución del pleito, 

tales como el hecho de que durante el iter del proceso se anuló 

toda la causa penal desde el avocamiento y que la "nulidad" del 

"auto de procesamiento indudablemente hacía caer por su propio 

peso el auto de prisión preventiva". Ello, toda vez que estas 

cuestiones sólo revelan las discrepancias de los apelantes con el 

criterio de apreciación del a quo respecto de los distintos 

aspectos no federales que se debaten como los ya señalados -falta 

de declaración de ilegitimidad del auto de prisión preventiva-, 

sin que se demuestre que la solución a la que se llegó se apoye 

en meras afirmaciones dogmáticas o prescinda del texto legal 

aplicable. 

No obsta a todo lo expuesto el hecho de que la Cámara en lo 

Criminal de la Cuarta Circunscripción Judicial de la Provincia de 

Entre Ríos, en el pronunciamiento del 29 de junio de 2005 (v. fs. 

3541/3548 -cuerpo 18- de las actuaciones penales agregadas), haya 

decidido -cuando los aquí actores ya se encontraban en libertad

la absolución de los encartados, pues dicha Cámara no se 

pronunció sobre sus conductas ni declaró nulidad alguna, por lo 

que no puede inferirse que aquella resolución absolutoria hubíera 

importado reconocer ilegitimidad o arbitrariedad del 

-9-



procesamiento y de la detención que sufrieron los actores, ni 

menos la comprobación de una inocencia liminar suya. 

Ello es así porque, como señala el a quo, el principal 

fundamento de dicho tribunal residía en que no hubo acusación por 

parte del Fiscal de Cámara -quien había pedido la absolución de 

los acusados por atipicidad de los hechos investigados- lo cual 

impedía a la alzada examinar el fondo de la causa. De esta 

conclusión no pude derivarse automáticamente que las medidas 

adoptadas por el 

infundadas (conf. 

juez de instrucción fueran manifiestamente 

en sentido similar causa S. 878 .XXXV "Solís, 

Hugo c/ Buenos Aires, 

del 10 de junio de 

Provincia s/ daños y perjuiciosn, sentencia 

2008); máxime cuando -más allá de las 

irregularidades señaladas por dicha cámara que, según sus dichos 

"dejaron al descubierto actuaciones del instructor y de la Sra. 

Agente Fiscal que escapan (al) Código Procesal Penal n_ existían 

en las actuaciones, como debidamente examinó el a quo, elementos 

objetivos suficientes que impedían calificar la actuación 

judicial cuestionada como falta de servicio o que se hubiera 

incurrido en error judicial, en los términos de su propia 

jurisprudencia. 

Sabido es que no incumbe a la Corte revisar el acierto o 

error o injusticia de las decisiones de los tribunales de 

provincia en las cuestiones de su competencia (doctrina de 

Fallos: 316:46), pues hay que recordar que la vía excepcional del 

recurso extraordinario no tiene por objeto sustituir a los jueces 

de la causa en la solución de cuestiones que les son privativas 

ni abrir una tercera instancia ordinaria para debatir temas no 

federales (Fallos: 316:956). 
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I , CARLOS FRANCISCO Y OTROS CI SUPERIOR GOBIERNO DE LA 
PROVINCIA DE ENTRE RIOS si ordinario - daños y perjuicios. 

CSJ l026/2016/RH1. (RECURSO DE HECHO) 

En razón de lo expuesto, cabe descartar los agravios de los 

apelantes sobre la concurrencia en la especie de supuesto alguno 

que genere derecho a reparación con arreglo a tratados 

internacionales -con jerarquía internacional- que contemplan los 

casos de detención o. encarcelamiento ilegales o arbitrarios o 

condena por error judicial (arts. 9.1, 9.5 Y 14.6 del Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 7.3, 7.5 Y 10 de 

la Convención Americana sobre Derechos Humanos -Pacto de San José 

de Costa Rica-), pues resulta claro que en el sub lite la 

sentencia del a qua no resulta arbitraria, al no darse los 

requisitos que habilitan la reparación por irregular ejercicio de 

la función judicial. 

- IV -

Opino, por lo tanto, que cabe desestimar la presente queja. 

Buenos Aires, ~ de noviembre de 2018. 

ES COPIA LAURA M. MONTI 

/ / 
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